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HUGO HERNÁN ROJAS NAVIA

Juez Promiscuo Municipal 

Ricaurte – Nariño

jprmpalricaurte@cendoj.ramajudicial.gov.co
Ref.
Su radicación: acción de tutela No. 526124089001-2019-00075-00. Cabildo Indígena Awá  Edén Cartagena Vs. Ministerio del Interior y otros. 

Rad. Interna. Intervención judicial agraria No. E-2019-378567

LILIANA MIRANDA VALLEJO, en mi condición de Procuradora 15 Judicial II Ambiental y Agraria de Pasto y en ejercicio de las funciones que el art. 277 de la C.P. y el Decreto 262 de 2000 le otorgan al Ministerio Público, una vez notificada de la nulidad decretada por el señor Juez de segunda instancia dentro del trámite constitucional citado en la referencia, me permito presentar nuevamente  contestación a la acción formulada por el Cabildo Indígena Awá Edén Cartagena, a la cual fue vinculada esta Procuraduría por su autoridad, respuesta que le solicito agregar al respectivo expediente, una vez llegue del Juzgado Primero Penal del Circuito de Túquerres:

ANTECEDENTES:

Solicita el señor Gobernador del Cabildo Indígena Awa “Edén Cartagena”, del municipio de Ricaurte (Nar.), que la ANT le dé celeridad al trámite de constitución de su Resguardo, teniendo en cuenta tanto la condición de población desplazada que ostenta como el hecho de que el proceso encaminado a su constitución inició con INCODER, entidad que mediante escritura pública No. 2774 de 26 de noviembre de 2010, registrada a folio inmobiliario No. 242-3903, adquirió el predio CARTAGENA, ubicado en la vereda Alto Cartagena, en zona rural de Ricaurte  y con una extensión de 127 hectáreas y 3.915 mts2, que les fuera entregado real y materialmente el 28 de diciembre de 2010, existiendo ya un concepto favorable de la dirección de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior para su constitución. 

Con base en lo expuesto y en el tiempo transcurrido, solicita el señor Gobernador que se ordene a la ANT dar cumplimiento a las órdenes que la Corte Constitucional ha impartido para superar el estado de cosas inconstitucional en que viven los pueblos indígenas desplazados y, concretamente en su caso, que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, al territorio colectivo, a la propiedad colectiva, a la identidad cultural, a la autodeterminación y autonomía, a la vida digna y al acceso a la justicia eficiente y oportuna.

CONSIDERACIONES

1. Dos son los requisitos que analiza la Corte Constitucional en casos como el que nos ocupa, para determinar la procedencia del amparo, uno, el de la subsidiaridad del medio constitucional, y otro, el de la inmediatez.

Frente al primero, debe señalarse que la misma Corte ha sido clara y reiterada en señalar que los medios de control contencioso administrativos, no son idóneos para proteger los derechos de las etnias, dada la vulnerabilidad de estos pueblos, además de la congestión de la jurisdicción, que conlleva por lo general a una solución tardía:

“La Corte Constitucional, de manera constante, pacífica y uniforme, ha señalado que la acción de tutela es el mecanismo adecuado, en sí mismo, para solicitar la protección de los derechos étnicos. Por su condición de vulnerabilidad, respecto de esos sujetos, los mecanismos ordinarios de defensa se presumen ineficaces e inidóneos, convirtiendo la acción de tutela en el recurso judicial más apropiado para ventilar sus controversias; mucho más, tratándose del derecho fundamental a la consulta previa. Obligar a las comunidades tradicionalmente excluidas por la sociedad mayoritaria a acudir a instancias ordinarias para defender sus derechos, es desnaturalizar la esencia misma del Estado pluralista y la cultura o cosmovisión de estos sujetos”
. 

En cuanto al requisito de inmediatez, es claro que a pesar del tiempo transcurrido desde el inicio del trámite para la constitución del Resguardo, la vulneración de la población indígena Awa, desplazada, se ha prolongado en el tiempo, amén de que la comunidad no ha cesado en reclamar la protección de sus derechos y ha presentado reiteradas peticiones tanto a INCODER como a ANT, en busca de su satisfacción.

Entonces, si bien han pasado casi 10 años desde que se inició el proceso de constitución del Resguardo, bien puede deducirse que el requisito de inmediatez en cuanto a la afectación sustancial que genera la falta de definición de su petición de constitución, se encuentra presente.

2. El debido proceso administrativo, comprende una serie de garantías que se traducen en el respeto por el derecho de defensa, con todas las manifestaciones que lo realizan. Tiene dicho la Corte Constitucional: 

“(…) este Tribunal ha considerado que componen el debido proceso administrativo, entre otras, las siguientes garantías: (i) conocer el inicio de la actuación, (ii) ser oído durante todo el trámite, (iii) ser notificado en debida forma, (iv) que se adelante por autoridad competente y con pleno respeto de las formas propias de cada juicio, (v) que no se presenten dilaciones injustificadas, (vi) gozar de la presunción de inocencia, (vii) ejercer los derechos de defensa y contradicción, (viii) presentar pruebas y a controvertir aquellas que aporte la parte contraria, (xix) que las decisiones sean motivadas en debida forma, (x) impugnar la decisión que se adopte, y (xi) promover la nulidad de los actos que se expidan con vulneración del debido proceso (…)”.

Como puede advertirse, el derecho a que las peticiones presentadas a la administración se resuelvan con prontitud, hace parte del núcleo esencial del debido proceso, y si bien en este caso existen muchas circunstancias que pueden justificar una cierta demora en la definición de la constitución del Resguardo Indígena accionante, tales como la liquidación de INCODER, el empalme con la ANT, la consolidación de esta Agencia y en el caso concreto unos presuntos traslapes con otras comunidades indígenas y aún con un barrio de Ricaurte, superados estos escollos, ya es hora de que se  defina el proceso de constitución de la comunidad, teniendo en cuenta que como lo ha precisado el alto Tribunal Constitucional, el territorio colectivo indígena tiene rango constitucional pues es en este en donde se materializan sus usos, costumbres y tradiciones
.

3. En la Procuraduría 15 Judicial II Ambiental y Agraria de Pasto  se recibió el 27 de junio de 2017, una petición del ciudadano CÉSAR JESÚS SALAZAR MILLER, Presidente de la Junta de Acción Comunal del Barrio Cartagena del municipio de Ricaurte, quien manifestó que la finca Cartagena que se adquirió con destino al Resguardo Indígena Edén Cartagena, se traslapaba con el mencionado barrio y que en tal virtud se oponía a la constitución del Resguardo. Lo así expuesto, dio lugar al inicio por esta dependencia de una acción preventiva, con el fin de conocer los antecedentes de la situación.

Agotada la actuación, la ANT informó que realizados los estudios pertinentes, se pudo establecer que el territorio pretendido por el Resguardo no se traslapaba con el barrio Cartagena; se finalizó así la actuación  preventiva, con inconformidad del usuario, y se dio inicio al ejercicio de la función de intervención de Procuraduría, dentro del proceso de constitución del Resguardo, ante una respuesta contradictoria de la ANT y ante la evidente demora en el trámite, que puede afirmarse con fundamento y de acuerdo con lo que se ha podido advertir en varios de los asuntos que se siguen en esta Procuraduría, que es generalizada por situación que la Agencia ha justificado en el empalme derivado de la liquidación de INCODER, pérdida y desorganización de expedientes, problemas de contratación de personal, etc.

Siendo así, se solicitó copia del expediente respectivo, el cual no reposa en la Unidad de Gestión Territorial Suroccidente de la ANT, que funciona en la ciudad de Pasto, sino en la Subdirección de Asuntos Étnicos de la entidad en Bogotá, el que se recibió este año y servirá de base para continuar con la actuación de Procuraduría.

En el referido expediente obra copia de la petición del Gobernador  BRAULIO CANTICUS PAI de fecha 13 de octubre de 2011,  en la que se pide la constitución del Resguardo Awa Edén Cartagena “de las comunidades desplazadas de Ricaurte”,  acompañada de los anexos pertinentes y copia de un auto de 9 de noviembre de 2011, expedido por el Director Territorial de INCODER – Nariño, en el cual se ordena la realización del estudio socioeconómico jurídico y de tenencia de tierra de las comunidad desplazadas del Resguardo integrado Edén Cartagena del Pueblo Awa; copia del acta de visita practicada a la comunidad del 28 de noviembre a 8 de diciembre de 2011; copia de un auto sin fecha por medio del cual el Director Técnico de Asuntos Étnicos avocó conocimiento del procedimiento de constitución del Resguardo que aquí se menciona, y en el que se refiere que el 25 de agosto de 2016,  el expediente les fue entregado por INCODER en Liquidación. Aparece también copia del estudio ordenado (sin fecha). No obstante, al asunto tramitado por esta Procuraduría, el usuario allegó copia de un auto de 4 de marzo de 2014, expedido por el Subgerente de promoción, Seguimiento y Asuntos Étnicos de INCODER, mediante el cual se decretó la nulidad del auto de 9 de noviembre de 2011 y se ordenó la práctica de nueva visita y estudio. 

En la copia del expediente que se recibió en Procuraduría no obra el concepto favorable de la dirección de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior para la constitución del Resguardo, que el accionante menciona en su escrito de interposición de la acción, pero en una de las respuestas de la ANT (28 de noviembre de 2018), se dijo a esta dependencia que se estaba adelantando un análisis topográfico para dejar saneado el expediente y radicarlo en el Ministerio del Interior para el correspondiente concepto.
4. De acuerdo con lo expuesto y teniendo en cuenta el procedimiento para la constitución de Resguardos, previsto en el art. 2.14.7.3.1. del Decreto 1071 de 2015, es claro que en este caso ya es hora de que exista un pronunciamiento de fondo por parte del Estado, pues si bien hay problemas de contratación al interior de la entidad, ésta no puede alegar su propia negligencia para evadir el cumplimiento puntual de sus funciones, menos en casos como estos, en los que de por medio existe una población vulnerable por doble vía: desplazada e indígena sin territorio propio.    
Así las cosas, ha de concederse el amparo constitucional pedido frente a la ANT y de ser el caso ante el Ministerio del Interior, fijando un término para que hagan un pronunciamiento dentro de sus competencias sobre la constitución del Resguardo Integrado Awá Edén Cartagena, término que se fijará teniendo en cuenta si el concepto del Ministerio del Interior que prevé el art. 2.14.7.3.6. ya se expidió o no, pues de lo contrario, ha de ordenarse que en principio el mismo se expida. Además, debe considerarse también para la concesión de la protección constitucional pedida la especial importancia que el territorio tiene para las comunidades étnicas:
“En desarrollo de los postulados internacionales, constitucionales y normativos, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que el territorio colectivo de las comunidades indígenas es un derecho fundamental para la protección de su diversidad étnica y cultural, pues este es su principal medio de subsistencia y forma parte de su cosmovisión y religiosidad e implica una importancia fundamental para sus valores espirituales, obteniendo con el desarrollo de la jurisprudencia, un contenido importante en lo que tiene que ver con la ancestralidad de conformidad con los desarrollos de la jurisprudencia y los postulados de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Así, de acuerdo con los pronunciamientos de la Corte Constitucional los resguardos indígenas son una institución de carácter especial, que tiene la condición de dar a los cabildos el carácter de autoridades en aplicación del principio de enfoque diferencial”.
 

A juicio de esta Procuraduría, la vulnerabilidad de la comunidad awá, su condición de desplazamiento y el tiempo transcurrido desde la presentación de la solicitud de constitución del Resguardo, justifican sobradamente la concesión del amparo en la forma atrás señalada; dicho desplazamiento desde el pie de monte de la costa pacífica nariñense, hace urgente y necesaria una protección constitucional reforzada, tal como lo señalara la Corte Constitucional en auto A-004 de 2009, providencia en la que ordenó “proteger los derechos fundamentales de las personas y pueblos indígenas desplazados por el conflicto armado o en riesgo de desplazamiento forzado, en el marco de la superación del estado de cosas inconstitucional declarado en la sentencia T-025 de 2004”, siendo claro en el análisis que se hace en el auto, que se requiere que ANT (en ese entonces INCODER) legalice la situación de tierras de estas comunidades para superar el estado de cosas inconstitucional de la población desplazada, en este caso, de las comunidades indígenas.
 
Resulta descarnado el análisis que al Corte Constitucional realizó en la providencia citada sobre las afectaciones de los derechos fundamentales de la comunidad Awá en Nariño, así, sobre la comunidad hoy desplazada en Ricaurte, señaló en uno de los apartes:

“(…) se denuncia que, el 10 de julio de 2006, en medio de la Operación Júpiter II, adelantada  por el Ejército Nacional contra el Frente 29 de las FARC – Columna Mariscal Sucre, hubo ametrallamientos y bombardeos indiscriminados por la Fuerza Aérea que afectaron a las comunidades de los resguardos de Vegas, Chaguí Chimbuza, Maguí, Milagroso Cuaiquer Viejo, Cuascuabí, Cuchilla del Palmar; ello generó el desplazamiento de 1746 indígenas awá hacia la cabecera del municipio de Ricaurte y el corregimiento de Altaquer del municipio de Barbacoas, y causó la muerte de dos docentes. Se ha denunciado que en este operativo el Ejército utilizó la institución educativa de Maguí como base de ataques y trinchera, y tuvo retenidos a 92 Awá en la institución; consumieron la comida y utilizaron las colchonetas, cobijas y herramientas. En el informe defensorial hay fotos de la destrucción, ya que hubo una visita de reconocimiento desarrollada por la Defensoría, lo cual prueba que la escuela quedó destruida”.
 
Son todos estos hechos, que afectaron a hombres y mujeres - ancianos, jóvenes y niños -, los que ameritan que se conceda la tutela constitucional pedida y que se ordene a la ANT dar prioridad al proceso de constitución del Resguardo Edén Cartagena.

PRUEBAS

Solicito se tengan en cuenta las pruebas documentales remitidas con la respuesta anterior. 

NOTIFICACIONES

Esta Procuraduría puede ser notificada en el correo institucional: avela@procuraduria.gov.co

Atentamente, 

LILIANA MIRANDA VALLEJO

Procuradora 15 Judicial II Ambiental y Agraria Sede Pasto
� Sentencia T-201 de 2017.


� Sentencia T-288A de 2016.


� Sentencia T-737 de 2017.


� Sentencia T-001 de 2019.





